La imprescriptibilidad de la acción penal en delitos sexuales contra menores de dieciocho años en Colombia. by Soleno Villegas, Eileen
 
UNIVERSIDAD LIBRE DE COLOMBIA 




LA IMPRESCRIPTIBILIDAD DE LA ACCIÓN PENAL EN DELITOS SEXUALES 
CONTRA MENORES DE DIECIOCHO AÑOS EN COLOMBIA 






Eileen Soleno Villegas 
 
 
Tutor temático y metodológico:  
José López Oliva PhD 
Bogotá D.C. 05 de marzo de 2021  
LA IMPRESCRIPTIBILIDAD DE LA ACCIÓN PENAL EN DELITOS SEXUALES 
CONTRA MENORES DE DIECIOCHO AÑOS EN COLOMBIA 










En esta investigación se pretende analizar el impacto de la declaración de 
imprescriptibilidad de la acción penal en delitos sexuales cometidos en menores de dieciocho años. 
Para alcanzar los objetivos propuestos se utilizó el método de investigación cualitativa en los 
niveles exploratorio y descriptivo. Las técnicas de investigación aplicadas son la investigación 
documental y la observación de grupos focalizados. Así mismo, se emplearon fuentes 
documentales tales como: libros, investigaciones y jurisprudencia, y las bases de datos Scielo, 
Redalyc y Dialnet. 
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INTRODUCCIÓN 
 
La justicia en Colombia es un servicio esencial que responde a un mandato constitucional 
y en consecuencia, se espera su correcto funcionamiento. Existen diversas razones por las cuales 
se podría aventurar una explicación a las fallas que presenta la prestación del servicio y para esto 
se han propuesto y ejecutado posibles soluciones. Sin embargo, los problemas persisten y en 
ocasiones se agudizan producto de las reformas a la justicia. La Jurisdicción Penal es tal vez uno 
de los casos más complejos, no solo desde el punto de vista de la estructura del proceso penal, sino 
también en su sistema penitenciario y de política criminal.   
En esta investigación se pretende analizar el impacto de la declaración de 
imprescriptibilidad de la acción penal en delitos contra la libertad sexual cometidos en menor de 
dieciocho años. Se busca identificar los argumentos que justifican la aplicación de la excepción de 
imprescriptibilidad y establecer la solidez de los argumentos para resolver el problema de 
impunidad en los procesos penales que versan sobre los delitos antes mencionados.  
Para alcanzar los objetivos propuestos, el escrito se divide en cuatro capítulos.  En el primer 
capítulo se realiza un estado del arte sobre la prescripción y la imprescriptibilidad como excepción. 
En el segundo se analiza la acción penal como categoría conceptual, su titularidad y se identifican 
algunos problemas de la persecución penal en general y, en particular de los delitos que atentan 
contra la libertad sexual. En el tercer capítulo se analiza la disposición sometida a investigación 
desde la exposición de motivos y las estadísticas de impunidad.  Finalmente, en el cuarto capítulo 
se analiza la correspondencia entre los problemas que causan la impunidad en los delitos estudiados 
y la solución propuesta con la declaración de imprescriptibilidad.   
 
CAPÍTULO I 
1. ANTECEDENTES DE LA PRESCRIPCIÓN 
Como ocurre con diversas instituciones del derecho, no hay certeza sobre el origen y 
evolución exactos de la prescripción. Sin embargo, existen antecedentes que permiten ubicar de 
forma aproximada las primeras manifestaciones conocidas que hacen referencia a uno o más tipos 
de prescripción. Esta institución es una de las expresiones más importantes del efecto del paso del 
tiempo en el Derecho, bien para adquirir o perder derechos y potestades (Pedreira, 2007, p. 438). 
A su vez, demuestra la necesidad de establecer límites temporales para evitar la inseguridad como 
consecuencia de una prolongación indefinida de determinadas situaciones jurídicas. 
1.1. Prescripción adquisitiva 
A pesar de que no es absoluto, hay un acuerdo mayoritario sobre el origen de la prescripción 
en materia civil, no así, en derecho penal2. La usucapión o prescripción adquisitiva tiene su origen 
en el derecho romano y hace referencia al modo de adquirir un bien por su uso continuo (Cabanillas, 
2014, p. 14). Como referente normativo existen varios textos, entre estos, el Digesto, cuyo 
contenido es la compilación de las obras de los jurisconsultos. Más tarde se convertiría en fuente 
invaluable para el desarrollo legislativo occidental, principalmente, en materia civil.   
 
Por su parte, en algunos fragmentos de la obra de Ulpiano se establecieron algunos 
requisitos de la prescripción adquisitiva. Además de tener el uso continuo, este debía darse por un 
periodo de dos años para inmuebles y un año para muebles (Alvarado, s.f, p.19). De la misma 
forma, en el Digesto (533 e.c) de Justiniano se precisó que era necesario acreditar la posesión 
pacífica y sobre cosas hábiles3. Finalmente, se debe acreditar justa causa y buena fe; aquella se 
refiere a la existencia de una relación negocial entre el poseedor y el titular anterior y ésta a la 
convicción de que el adquirente entra en posesión sin dañar derechos de otros (Ibid., p.20). 
1.2. Prescripción extintiva 
En la línea de lo expuesto, otra forma de prescripción; la extintiva, aparece para dotar de 
seguridad jurídica a la sociedad frente al ejercicio de un derecho. La inercia del titular frente a la 
posibilidad de ejercerlo proyecta la idea de que no será exigido y a través de la prescripción 
extintiva se le libera del derecho, carga o cosa (Rodríguez, 2012, p. 114).  
Según el criterio romanista mayoritario, la prescripción extintiva surge para el ejercicio 
defensivo ante aquellas acciones con finalidad de usucapir o reivindicar (Vidal, 2014, p. 121). Lo 
                                                          
2 Al respecto, en el texto Félix Pedreira (2007) manifiesta que en la Grecia clásica, en textos atribuidos a Demóstenes 
y a Lisias, se hace referencia a la prescripción de los delitos y también a la figura de la imprescriptibilidad.  
3 Hace referencia a que las cosas sobre las cuáles recae la posesión sean susceptibles de adquirirse a través de la 
institución de la prescripción. De esos bienes se excluyen, por ejemplo, aquellos que son propiedad del Estado. 
cual viene a reforzar la idea según la cual busca evitar la incertidumbre, y de alguna manera, a 
privilegiar el bien público, de acuerdo con lo manifestado en el Digesto (Alvarado, s.f, p.5).  
Ahora bien, la prescripción tanto en materia civil como en penal, ha pasado a lo largo de la 
historia del derecho por diversas modificaciones. La tradición jurídica occidental ha bebido de 
muchas fuentes, aun cuando se mantenga fiel a la mayoría de las instituciones surgidas en el 
Derecho Romano.  
La prescripción civil, adquisitiva o extintiva, ha sido integrada en la mayoría de los 
ordenamientos jurídicos con el paso del tiempo. En Latinoamérica se ha seguido la tradición 
civilista heredada del código Francés, que a su vez tuvo como fuente el derecho romano clásico, el 
Justiniano y el canónico (Contreras, 2005, p. 154-157). 
1.3. Prescripción de la acción penal y las penas 
1.3.1. Antecedentes y evolución 
Finalmente, la prescripción en derecho penal, parece haber sido un tema frente al que el 
Derecho Romano guardó silencio en los primeros siglos. Como se adelantó en líneas anteriores, 
existen antecedentes que ubican la figura de la prescripción de los delitos en Grecia, durante la 
época de la República. Esta afirmación se fundamenta en el hallazgo de textos de Lisias (459-378 
a.e.c) donde expresa su oposición a la prescripción en un caso de homicidio cometido sobre varios 
ciudadanos. Otro hallazgo que refuerza esta idea es una defensa que hace Demóstenes de sí mismo 
al ser acusado de varias infracciones penales, para las cuales ya había operado la prescripción. 
(Pedreira, 2007, p. 439). 
No obstante, los datos recuperados no permiten hacer una reconstrucción de la evolución 
de la institución desde la civilización griega hasta las etapas tempranas del Imperio Romano. Por 
otra parte, algunos teóricos se inclinan por una idea según la cual la prescripción general manejada 
en el derecho civil en la Roma clásica, aplicaba a los delitos.  
Ninguna de esas hipótesis se apoya de información comprobable. Solo es en el Derecho 
Romano post clásico que se logra consolidar como principio, manteniendo algunas excepciones. 
De esta manera, la hipótesis más aceptada es que durante el periodo republicano y en la Roma 




Solo hasta finalizando el siglo XVIII, la figura de la prescripción de delitos pasó de ser algo 
infrecuente a tener una aplicación reglada y más o menos sistematizada. Fue con la normativa penal 
francesa, como en otras áreas, que se le dio relevancia a la institución. Esta codificación 
contemplaba la prescripción de todos los delitos en un plazo general de tres años y excepcional de 
seis, sin la opción de imprescriptibilidad. El término se contaba a partir de que se diera o se tuviera 
conocimiento del suceso delictivo (Pedreira, 2007). 
Más tarde, en el código de instrucción criminal francés de 1808, casi una reproducción del 
anterior, se definieron nuevos plazos de prescripción de los delitos. Así; las contravenciones 
prescribirían en un año, los delitos castigados correccionalmente; tres años y los que serían 
castigados con pena de muerte o pena aflictiva; diez años.  Más tarde, el pensamiento ilustrado 
manifestó desacuerdos en los tiempos de prescripción cuando se tratara de delitos considerados 
graves. Es por eso que, bajo el código de instrucción criminal francés era frecuente la negación a 
las solicitudes de prescripción,  tratándose delitos graves (Pedreira, 2007). 
Pese a la tendencia que se iba marcando, los códigos penales de la segunda mitad del siglo 
XIX evidenciaron la influencia de la legislación francesa de la revolución. En los códigos francés, 
italiano y alemán se determinó la prescripción de los delitos y también de las penas (Pedreira, 
2007). De esta forma, en casi todas las tradiciones jurídicas del mundo se ha establecido la 
prescripción de la acción penal y también de las penas. Salvo por momentos históricos en que ha 
habido gobiernos autoritarios, la prescripción ha sido un principio del derecho penal. 
 
CAPÍTULO II 
2. PRESCRIPCIÓN DE DELITOS EN COLOMBIA 
La prescripción de la acción penal se define como una sanción que recae sobre el Estado 
por no adelantar la persecución penal dentro del tiempo asignado por legislador para ese fin 
(Correa, 2014). Así, se erige en una figura para garantizar no solo el derecho de la víctima sino 
también el derecho del sujeto activo de la conducta a ser perseguido dentro de un plazo razonable.  
Es necesario establecer que la prescripción es una institución que garantiza el cumplimiento 
de los principios de derecho penal. En consecuencia, la imprescriptibilidad de la acción penal es 
una excepción aplicada a los delitos con grave violación a los derechos humanos (Pereda & Gómez, 
2018). 
La prescripción en materia penal opera tanto para la acción penal en cabeza del órgano que 
persigue, como para la pena impuesta al sujeto activo del tipo. En los artículos 83 a 89 del código 
penal (2000) se disponen los términos para la prescripción de la acción penal y de la sanción penal. 
Por regla general, la acción penal prescribe en un término igual al máximo de la pena fijada para 
el tipo, pero sin superar los 20 años o estar por debajo de 5 años. Esto, salvo lo establecido en el 
mismo artículo sobre el plazo de 30 años para ciertos delitos y en forma reciente la declaratoria de 
imprescriptibilidad tratándose de delitos con contra la libertad sexual y el incesto cometidos en 
persona menor de dieciocho años.  
2.1. La acción penal: Persecución 
La titularidad de la persecución penal se encuentra en cabeza de la Fiscalía de conformidad 
con el artículo 250 constitucional. No obstante, a partir de la reforma introducida por el Acto 
Legislativo 06 de 2011 se facultó al Congreso para asignarles el ejercicio de la acción penal a 
víctimas y otras autoridades4.  De cualquier forma la fiscalía tiene la actuación preferente según la 
reforma referida y la Ley 1826 de 20175. La acción penal inicia de dos formas; de oficio o por 
denuncia o querella.  
La reforma que crea la figura del acusador privado, es en parte, expresión del modelo penal 
con tendencia acusatoria. Esto, por cuanto son los modelos penales inquisitivos los que por primera 
vez radicaron la persecución penal en el Estado, de forma exclusiva (Vargas, 2012). Dejando de 
lado la figura del acusador privado dado que en dichos sistemas, el ofendido es el Estado y quién 
lo represente. Esta reforma autoriza a que en determinados casos los acusadores privados tengan la 
calidad transitoria de órgano acusador. 
 
                                                          
4 Se debe tener en cuenta la naturaleza del bien jurídico tutelado o la menor lesividad de la conducta para efectos de 
dichas asignaciones. También es importante mencionar que en la primera ponencia el texto exigía acreditar ambas 
condiciones para asignar la titularidad al acusador privado, mientras que en el segundo se introduce la “o” disyuntiva 
y esto implica que basta cumplir una de las condiciones para hacer uso de la aludida potestad. Esta última 
corresponde al texto final de la reforma.  
 
 
2.2. Imprescriptibilidad de la acción penal en delitos sexuales 
Con la creciente vulneración de los derechos de niños y adolescentes, se han implementado 
políticas y estrategias para su protección de acuerdo a las obligaciones que tiene el Estado por 
tratarse de sujetos de especial protección. Los delitos contra la libertad sexual son los estipulados 
en el título IV del código penal6 (2000). En Colombia y el mundo, se vienen realizando esfuerzos 
por controlar este flagelo. Se han adoptado varias políticas para incentivar a las personas a 
denunciar cualquier evento que amenace su  libertad sexual. Lamentablemente, es un tema que 
encierra otras problemáticas que tienen  que ver con la formación académica y cultural, con la 
situación socioeconómica y con aspectos psicológicos. 
La preocupación por el incremento7 de delitos sexuales en los últimos años involucra al 
Derecho nacional, supranacional y a las organizaciones que velan por la protección de los Derechos 
Humanos.  Hay múltiples razones por las que los delitos sexuales pueden quedar impunes, sin lugar 
a  dudas, la falta de denuncia es una de ellas. Como posible solución a la problemática, se ha venido 
implementando en algunos países la declaratoria de imprescriptibilidad de algunos delitos sexuales. 
Son nueve los países, incluido Colombia, que han optado por esta declaración. 
Ahora bien, la imprescriptibilidad a la que hemos hecho referencia no se ha declarado de la 
misma forma en los distintos países. En todos los Estados se ha dispuesto la imprescriptibilidad 
para un tipo penal puntual, salvo Chile y Colombia, en donde abarca todos los delitos contra la 
libertad sexual8. Por otra parte, de los países referidos, el Reino unido es el único en el cual el 
sujeto pasivo del tipo penal puede tener cualquier edad.  
Con relación a la prescripción, es obligatorio admitir que es una institución creada en virtud 
de las necesidades surgidas en las relaciones civiles y comerciales de las primeras civilizaciones 
de la cultura occidental. También es preciso reconocer que con el paso de los siglos han ocurrido 
considerables variaciones que exigen la constante revisión de las distintas instituciones. En esta 
medida, y basados en lo que revela este capítulo, la imprescriptibilidad es una medida excepcional. 
                                                          
6 Los delitos contenidos en los artículos 205 a 219b y el 237 del código penal. 
7 En este punto se considera necesario hacer la salvedad sobre la posibilidad de que este incremento sea aparente 
porque es posible que el porcentaje de delitos sexuales antes haya sido incluso superior, pero por diferentes razones 
no se conocieron.  
8 En Colombia la norma incluso alcanza el delito de incesto (cuando recae sobre un menor de 18) que hace parte de 
los delitos contra la familia.  
En consecuencia, su declaración debe estar plenamente justificada y encaminada a proteger de 
forma efectiva principios que no pueden ser garantizados de otra forma. 
2.3. Persecución penal 
Vistos los problemas de impunidad en general, y en particular en delitos sexuales cometidos 
en persona menor de 18 años, es importante hacer una revisión de las razones de la problemática. 
En Colombia, se identifican varios aspectos de tipo estructural que pueden explicar, al menos 
parcialmente, los problemas de impunidad. De acuerdo con Índice Global de Impunidad (IGI), 
Colombia tiene porcentajes muy altos en la mayoría de sus departamentos. El análisis se realiza 
teniendo en cuenta la impunidad penal y la impunidad indirecta9. Además de esto, advierte sobre 
la incidencia en estas cifras de los distintos problemas estructurales como el conflicto armado, el 
narcotráfico y el crimen organizado (UDLAP, 2019). 
Según el citado informe, el 57% de los Departamentos de Colombia se encuentran en un 
nivel muy alto de impunidad. A esta afirmación la acompañan unos hallazgos que tienen que ver 
con la deficiencia de las instituciones administradoras de justicia y la falta de voluntad política. 
Asuntos que se expresan en la desconfianza institucional, el bajo porcentaje de denuncia y la poca 
correspondencia entre los informes de impunidad presentados por el Gobierno Nacional y los 
derivados de otros estudios (CCJ, 2020). 
A los hallazgos anteriormente enunciados, se suman problemas relacionados con la 
información. El acceso de los ciudadanos al estado de los procesos y su gestión suele estar 
atravesado por la dificultad, más aun tratándose de delitos perpetrados por agentes del Estado o el 
crimen organizado.  En estos casos la información es poca, de difícil acceso y/o con baja fiabilidad, 
aspecto que se relaciona directamente con la aludida desconfianza institucional y ausencia de 
voluntad política (CCJ, 2020). 
Así las cosas, tenemos que la persecución penal de los delitos en Colombia se encuentra 
limitada por problemas que exceden la esfera de las reformas a la justicia realizadas. Son aspectos 
que si bien dependen de la voluntad política, requieren acciones más adecuadas y con un grado de 
                                                          
9 Se definen como la variante para determinar cuántos de los delitos que llegan al sistema penal quedan impunes y 
cuantos delitos no llegan siquiera al sistema penal, respectivamente. 
eficacia probable. Reformas y políticas que se fundamenten en estudios rigurosos y que tengan la 
potencialidad de lograr los resultados esperados.  
2.3.1.  Persecución penal tratándose de delitos sexuales 
La persecución de los delitos sexuales, es un tema con diversas aristas y que debe 
enfrentarse de forma integral. Se trata de conductas que atentan contra la libertad, integridad y 
formación sexuales. Para los fines de este artículo será analizado el título IV y artículo 237 de la 
Ley 599 de 2000, debido a que, son el objeto de la ley 2081 de 2021 que nos ocupa.  
La experiencia del sujeto pasivo de una conducta sexual sin que medie el consentimiento, 
entiéndase también capacidad, es un evento que supera la capacidad de respuesta personal e 
institucional. Cuando se trata de menores, excede la comprensión de la situación y posiblemente 
genera traumas que impactan a la víctima social, psicológica y sexualmente. Como lo explica 
Navarro (2004) los afectados son seres humanos en formación y un episodio de esa índole 
distorsiona la forma en que el menor se relaciona y percibe su entorno. 
2.3.2. La libertad, integridad y formación sexuales 
La libertad puede definirse como un atributo inherente a la naturaleza humana y que surge 
desde el momento de la concepción o desde que se es persona, y cuya característica principal es la 
de autodeterminarse. La posibilidad de decidir en un sentido u otro es posible porque en cada 
humano radican capacidades volitivas e intelectivas10 (Díaz, 2000). 
Con base en el concepción genérica, la libertad sexual es en concreto, el ejercicio del 
derecho a la libertad en lo atinente a las decisiones y disposiciones sobre la vida sexual. Tenemos 
entonces que, el bien jurídico tutelado y contenido en los tipos penales del título IV y artículo 237 
del Código Penal es la libertad sexual y por antonomasia, la dignidad humana. Esta última como 
elemento primigenio del cual se encuentran revestidas todas las personas y principio rector del 
ordenamiento jurídico.  
                                                          
10 Pese a que en Colombia solo a partir de los 18 años se es capaz legalmente, de forma progresiva se ha venido 
reconociendo que las personas van adquiriendo capacidad de voluntad y de entendimiento antes de esa edad. Lo 
anterior se puede verificar en asuntos como la responsabilidad penal para adolescentes o el consentimiento sexual 
en mayores de 14 años.  
Por su parte la Corte Constitucional define como objeto del derecho a la libertad sexual la 
posibilidad de decidir con autonomía tener relaciones sexuales, pero además precisa que la 
sexualidad debe estar libre de situaciones de violencia (física o psicológica), abuso, discriminación 
y en general cualquier coerción que incida en la voluntad de la persona. (Corte Constitucional, 
sentencia T – 732, 2009) 
CAPÍTULO III 
3. LEY DE IMPRESCRIPTIBILIDAD 
La Ley 2081 de 2021 declara imprescriptibles los delitos contra la libertad, integridad y 
formación sexuales y el incesto, cuando el sujeto pasivo de la conducta es un menor de edad. Según 
la exposición de motivos del informe de ponencia para primer debate en Cámara, las razones en 
que se funda la propuesta de reforma, hoy Ley, son los altos índices de impunidad cuando se trata 
de los delitos antes referidos. Se estima que cerca del 90% de los delitos contra la libertad sexual 
recae sobre menores de edad, que solo entre el 15% y el 20% de las víctimas denuncian y que el 
porcentaje de impunidad es de más del 90%. Naturalmente, son cifras alarmantes no solo por el 
delito de que se trata, sino porque afecta a sujetos de especial protección constitucional (Corte 
Constitucional, Sentencia T-293, 2017).  
Ahora, en este mismo informe se refieren algunos hallazgos que constituyen problemas para 
lograr la correcta persecución y sanción penal en los casos que haya lugar. Entre los más 
importantes se destaca la falta de denuncia por vergüenza y/o amenaza, la desconfianza y falta de 
capacidad institucional, los procesos de revictimización y los entornos familiares complejos 
(Gaceta 978 del Congreso, 2019). No obstante lo anterior, hay aspectos procesales y 
extraprocesales no discutidos en la ponencia y en los que se puede identificar de forma más precisa 
su efecto en la persecución de estos delitos. 
3.1. Término de prescripción 
A la reforma objeto de estudio le precede la Ley 1154 de 2007 en la que, motivada por las 
mismas problemáticas, se amplía el término de prescripción de los delitos contra la libertad sexual. 
El término pasa de 10 a 20 años a partir de que la víctima llegue a la mayoría de edad. Con esta 
reforma se buscó disminuir los problemas de impunidad al incrementar el tiempo de prescripción, 
pues esto suponía más y mejor oportunidad de denuncia para la víctima. Pasados 13 años 
aproximadamente desde su sanción, la cifra de impunidad en estos delitos es del 97 % (Gaceta 978 
del Congreso, 2019). 
De hecho, la exposición de motivos de la norma de ampliación de términos y la que aquí se 
estudia, comparten argumentos casi idénticos. Es de suponer que con las reformas legales que 
excepcionan la regla general de prescripción y que buscan proteger unos derechos en desmedro de 
otros, se esperen unos resultados favorables basados en estudios. Para el caso puntual, ambas 
normas se han expedido con argumentos similares y siguiendo las recomendaciones hechas por la 
comunidad internacional. Aplicando modelos de países con problemáticas estructurales diferentes 
y de espaldas a los asuntos que de forma concreta causan y agudizan el asunto. 
Ahora bien, esto no indica que se considere inconstitucional o negativa alguna de las 
medidas adoptadas, bien en 2013 o en 2021. El interés superior de menores y adolescentes es una 
razón válida para exceptuar la prescripción, pero se trata de analizar la eficiencia de las normas 
expedidas en aras de solucionar una problemática puntual.  
 
CAPÍTULO IV 
4. CONSIDERACIONES FINALES 
 
Para orientar de forma más esquemática el análisis, se identificaron tres grandes problemas 
que hacen fallido los procesos en los que la reciente norma no tiene la potencialidad de incidir. 
4.1. Desconfianza institucional 
Desde la denuncia y el personal que asume estas funciones se pueden hallar tropiezos. Este 
trámite pese a estar diseñado para hacerse de forma célere y sin solemnidad alguna, supone una 
decisión difícil para la víctima. A menudo ocurre que la víctima resulta agredida por el receptor de 
la denuncia quien no se limita a escuchar la relación de los hechos, sino a interrogar al denunciante 
pese a la sensibilidad de la información. Este primer acercamiento con el denunciante tendría que 
resultar en una experiencia, cuando menos, de certeza del trabajo que se va a realizar. Puede pasar 
y pasa, que las víctimas de este tipo de conductas son reacias a relatar los hechos en detalle porque 
para ellos implica revivir la situación. 
No hay capacidad institucional para brindar atención a víctimas con un enfoque diferencial 
y evitar la revictimización. De este primer momento también depende una adecuada investigación  
e imputación, la primera solo arroja resultados si se enfoca correctamente y lo segundo es crucial 
porque una equivocada imputación puede resultar en la absolución del presunto victimario.  
La desconfianza institucional se ha forjado además con los diferentes sucesos de corrupción 
de la Fiscalía, pero también con la desinformación mediática y con el populismo punitivo liderado 
por distintas facciones del sector público. Se ha impartido una educación parcializada sobre el 
funcionamiento de la justicia en el ciudadano e instrumentalizado el derecho penal en las distintas 
agendas políticas.  
4.2. Obtención y producción de la prueba: Estándar probatorio 
Los retos para enfrentar estas denuncias tienen que ver también con la individualización de los 
denunciados, la obtención de elementos materiales probatorios y evidencia física y las estrategias 
de juicio (Fiscalía General de la Nación, s.f) 
En vigencia del sistema penal tendencialmente acusatorio, se espera que el escenario del 
proceso penal tenga un carácter adversarial11, en donde, quien acusa y quien juzga son diferentes, 
la fiscalía como el órgano autorizado para realizar la persecución –en principio- tiene a su 
disposición diversos recursos que le permiten realizar una adecuada investigación (Muñoz, 2017). 
Igualmente, al perseguido se le deben garantizar sus derechos a la defensa, al debido proceso y los 
demás que prescribe la Ley y la Constitución.  
En el ámbito del derecho penal, el aspecto probatorio sigue suscitando numerosas 
inquietudes, toda vez que pareciera no haber un consenso sobre el estándar de prueba requerido 
para impulsar los diferentes momentos del proceso penal. Es de especial interés la jurisprudencia 
que se ha elaborado con relación a este tema en los casos de delitos sexuales con menores de 18 
años. Debido a que por las dificultades probatorias a las que se puede ver enfrentado el acusador y 
que dejarían desprotegida a la víctima, la valoración que se hace de la prueba de referencia 
                                                          
11 Las implicaciones de identificar el proceso penal colombiano como puramente acusatorio son muy elevadas e 
insostenibles. Se ha aceptado mayoritariamente –por la jurisprudencia de las altas cortes- que es un sistema  con 
tendencia acusatoria, lo que se permite obviar ciertas prácticas propiamente inquisitoriales e incluso hablar de un 
modelo penal mixto. 
  
constituida en el testimonio del menor, se valora diferente. En desarrollo del principio pro infans, 
esta prueba le da –incluso- carácter concluyente al proceso (Campuzano, s.f) 
Lo anterior, deja la obligada conclusión de que se exige de la fiscalía un trabajo más serio 
en el sentido de la constitución de la prueba. Por su puesto elimina, en el mejor de los casos, la 
posibilidad de constituir prueba por fuera del espacio del juicio oral. La regla general es esa, y 
cualquier otra interpretación está cerca de soslayar la esencia del sistema procesal penal en que 
formalmente nos encontramos. 
4.3. Entorno de la víctima 
Asuntos como la cultura, la religión, la posición socioeconómica e incluso los vínculos afectivos 
pueden llevar a una víctima a guardar silencio frente a un episodio de abuso o violencia sexuales. 
En el caso de los niños y adolescentes empeora la situación porque puede que no identifique la 
situación de abuso, que el victimario le haga creer que es normal o que lo amenace. La amenaza 
puede ser de cualquier tipo, en ocasiones solo se trata de manipulación psicológica y emocional.  
Todos esos factores determinan el paso fundamental que es la denuncia por parte del menor. Ahora, 
hay un asunto adicional con el entorno y es cuando son los familiares del núcleo quienes obligan a 
mantener el silencio; sucede mucho y es de difícil manejo. Por ello es que las cifras arrojadas en 
los estudios son relativas. No se puede contar con aquellos casos que además de no ser denunciados 
no trascienden la intimidad del hogar. 
4.4. CONCLUSIONES 
La problemática del abuso sexual ha estallado de forma estruendosa en los últimos 15 o 20 
años, tiempo que coincide con la sensibilización de los derechos de las víctimas. Por supuesto, las 
discusiones sobre la esencia del interés superior del menor y demás discursos referidos alertaron al 
gobierno nacional y a la población. Naturalmente, ese ambiente político exigía un fortalecimiento 
de los mecanismos de protección de los derechos de los menores. Sin embargo, los mecanismos 
utilizados no ha reportado eficacia alguna, y por el contrario sí reportan un costo social muy 
elevado. No se puede perder de vista que mantener investigaciones abiertas sin impulso alguno 
también tiene un costo material para el Estado, que podría tener otra destinación. 
Finalmente, lleva este análisis a la conclusión de que las posibles soluciones al problema 
de impunidad se encuentran todas por fuera de las reformas en el sentido de declarar 
imprescriptibilidad o ampliar los términos. Lo que tendría que fortalecerse es la capacidad 
institucional de la Fiscalía con equipos suficientemente preparados para afrontar en debida forma 
esta problemática. En la misma institución, y esto aplica para todos los delitos, realizar de forma 
célere los concursos de mérito para asignar cargos permanentes y que la mayoría de los trabajadores 
de ese sector no estén pagando o recibiendo favores. Lo que se traduce en una prestación anómala 
del servicio.  
De otro lado, considero que un trabajo pedagógico suficiente y profundo, haría el cambio. 
La educación en lo referente a la sexualidad sigue siendo precaria. La clases sobre derechos que se 
imparten en las aulas son superficiales y carentes de razones, así los estudiantes no solo no asimilan 
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